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EXPEDIENTE ARBITRAJE.- AR – 10 / 2017
MODALIDAD.-  DERECHO
DEMANDANTE.-  xxxxxx
DEMANDADA.-  xxxxxx
LAUDO Nº 06 / 2018
  En Toledo, a veinticino de julio de dos mil dieciocho.
Justo Juan Pliego Romero, colegiado nº 2.696 del Ilustre Colegio de Abogados de Ciudad Real, con domicilio a efectos de notificaciones en la sede de la Dirección General de Trabajo, Formación y Seguridad Laboral en la localidad de Toledo, Avenida de Irlanda, número 14, provisto con D.N.I. nº 52.139.382-S, habiendo sido nombrado  Árbitro Único en el expediente número  AR – 10/2017, en virtud de Resolución de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha de fecha 18 de Enero de 2018; después de tener en consideración las alegaciones manifestadas y una vez examinada la prueba aportada, procedo a dirimir en Derecho las cuestiones que me han sido planteadas por las partes, exponiendo a continuación los siguientes 

ANTECEDENTES
I.-  PRETENSIONES DE DÑA. xxxxxx ANTE LA ENTIDAD COOPERATIVA xxxxx
Don xxxxx, con DNI nº xxxx, que actúa en el presente procedimiento en representación de su progenitora y socia Dña. xxxxx, con D.N.I. nº xxxx, apoderado por escritura otorgada ante el Notario de Madrid, D. xxxxx, en fecha 23 de diciembre de 2009, con número 3.118 de su protocolo, estando legitimada activamente en este procedimiento, dada su condición de socia de la cooperativa agroalimentaria xxxxxxx, en su escrito inicial de fecha 24 de junio de 2017 de solicitud de arbitraje en la modalidad de Derecho, que dio lugar en su conjunto al presente expediente arbitral, se plantearon las cuestiones que sucintamente se exponen a continuación:

PRIMERO.- De inicio, la actora solicita que se declare infringido el derecho de información del que la misma es titular,  con relación a las actas de la Asamblea General celebrada en fecha 25 de junio de 2016, ante la reiterada solicitud de copia certificada de la misma en diversos momentos, sin que hasta la fecha se le hubiera dado debido cumplimiento

SEGUNDO.- Que con fecha 18 de mayo de 2016 se convocó Asamblea General de carácter ordinario, en cuyo punto 4º del Orden del día constaba el examen y, en su caso, la aprobación de las cuentas anuales correspondientes al ejercicio 2015, frente a las cuales mostró su no aprobación por la demandante, tanto en el mismo acto de la Asamblea como notificada vía burofax de fecha 28 de junio de 2016, según relata la actora en su escrito.
TERCERO.-   Expone la demandante en su escrito que dentro del apartado "Ventas" del referido ejercicio contable del año 2015, el aceite convencional se habría vendido a un precio de 3,35 euros/kg (sin IVA), y el aceite ecológico a un precio de 4,15 euros/kg (sin IVA), y dentro del apartado "Aprovisionamientos", que recoge los pagos a cuenta y anticipos realizados en 2015, se establece que ambos tipos de aceite se habrían liquidado a un precio idéntico de 2,5801 euros/kg de aceite.


Destaca la actora que en la sociedad demandada no existen secciones y/o grupos cooperativos, así como que tampoco está integrada por alguna sección de agricultura ecológica.

CUARTO.-  En base a la igualdad de todos los socios, que se reconoce en la Ley de Cooperativas regional, se opone por la socia demandante alegando la discriminación sufrida por los socios que realizan prácticas de agricultura ecológica, dado que los gastos de explotación se imputan en función de la actividad cooperativizada, y sin embargo, los socios con aceituna convencional soportaron un descuento de 0,7699 euros/kg por los costes imputados a la Cooperativa, mientras que los acogidos a agricultura ecológica tuvieron un descuento de 1,5699 euros/kg para así costear los gastos comunes.
QUINTO.-  También se señaló por la socia que el acuerdo por el que se aprobaron las cuentas del ejercicio 2015 sería nulo por contrario a derecho, considerando que se habrían infringido tanto el artículo 85 de la Ley de Cooperativas de Castilla-La Mancha, como la Orden EHA/3360/2010, de 21 de diciembre, sobre los aspectos contables de las sociedades cooperativas, por cuanto que se recoge que la liquidación practicada por la Cooperativa a favor de sus socios, tiene su causa en el "precio de venta a terceros, una vez deducidos los gastos necesarios para realizar la venta y, en su caso, los necesarios para transformar los bienes adquiridos (valor neto realizable)".

En base a la regulación alegada, la demandante señala que a los socios productores de aceite ecológico se les descuenta del valor de su producto 0,80 euros/kg más que a aquéllos socios que aportan aceituna convencional, destacando el hecho de que los gastos de explotación están cooperativizados y que, por tanto, han de ser iguales para todos los socios, en función de los kgs de aceite aportado a la sociedad.


Al tiempo, la socia estima que ese "sobrecoste" en la molturación de la aceituna bajo prácticas ecológicas se concreta en un importe de 15.256 euros, del cual no se sabría su destino y utilización. Por otra parte, se apunta por la actora que también se estaría "escamoteando" a los socios ecológicos del importe resultante el IVA aplicable a la ya señalada diferencia de 0,80 euros y que debería haber incrementado la liquidación a favor de los mismos.
SEXTO.- Afirma la socia que no existe ningún acuerdo por parte de los órganos sociales de la Cooperativa que justifique la discriminación realizada a los socios bajo prácticas de agricultura ecológica. La demandante considera que a la vista de las actas de las reuniones del Consejo Rector y de las Asambleas celebradas, no existiría ningún acuerdo societario que pudiera justificar la valoración realizada sobre las aportaciones de aceite de los socios con producción ecológica en la campaña 2014/2015, y por tanto se le estaría dando un trato discriminatorio a éstos a través de las retenciones que indebidamente se le habrían practicado.

SÉPTIMO.-  En las conclusiones emitidas por la demandante, solicita de este órgano arbitral que se tenga por infringido el derecho de información que como socia ostenta respecto del acta de la Asamblea General de fecha 25 de junio de 2016; y al tiempo solicitando que se declaren nulos y abusivos en el Laudo a dictar respecto de los acuerdos adoptados en la Asamblea General de fecha 25 de junio de 2016, por el que se aprobaron las cuentas anuales correspondientes al ejercicio 2015.
II.- CONTESTACIÓN DE LA COOPERATIVA xxxxx
Por su parte, la  Cooperativa agroalimentaria xxxx con domicilio social en la localidad de xxxxx, provincia de xxxx, en xxxxx, provista de C.I.F. nº xxxxx y actuando en calidad de representante ante este procedimiento el letrado del ICA de xxxx, Don xxxxx, colegiado nº xxx, por apoderamiento otorgado por el presidente de la entidad D. xxxx, con DNI nº xxxx, ante el Notario de xxxxx D. xxxxx, con número xxx de su protocolo, de fecha xxxx, habiéndose opuesto ante este Consejo Regional de Economía Social mediante escrito de aceptación y contestación de fecha 15 de diciembre de 2017, en el que se plantearon de contrario los siguientes argumentos que se resumen a continuación.

PRIMERO.-   El letrado de la Cooperativa demandada expone que esta sería otra nueva demanda con identidad de partes y de hechos objeto de la controversia, de forma que la actora habría formulado oposición por medio de tres procedimientos, ya resueltos, frente a las aprobaciones que anualmente son obligadas sobre las cuentas anuales en las sociedades cooperativas. Considera la demandada que la actora pretende con este arbitraje, como con los anteriores ya celebrados, recibir un trato privilegiado en el precio de su producción ecológica frente al resto de los socios, en su gran mayoría, bajo agricultura convencional.


Se retrotrae en su exposición la Cooperativa, recordando que por parte de la socia se ha venido impugnando de manera sistemática las diferentes Asambleas Generales ordinarias bajo similares argumentos, aunque en todo caso, el verdadero origen se remontaría al ejercicio 2014, siendo el punto en el que por vez primera en la actividad de la Cooperativa, cuando se comenzó a admitir aceituna ecológica diferenciada de la convencional.
SEGUNDO.- Al tiempo, la sociedad demandada invoca como cuestión previa la caducidad de la acción por la actora, por la aplicación del plazo previsto en el artículo 68.3 de la Ley de Cooperativas, así como el artículo 53.3 de los Estatutos Sociales de la entidad, habiendo superado el término de un año desde su adopción para la interposición de una posible acción de impugnación.
Respecto a la solicitud de la actora, considera la Cooperativa que no se ha delimitado en su escrito si se está reclamando la nulidad o, en su caso, la anulabilidad de los acuerdos impugnados, aspecto que variaría respecto a los plazos de caducidad establecidos en la normativa y la necesaria argumentación si la presunta violación afecta a norma legal, estatutaria o en perjuicio de los socios.
TERCERO.-   En respuesta a las alegaciones planteadas por la socia demandante, la Cooperativa xxxxx se opuso en los siguientes términos:
a) Que la actora pretende que el acuerdo sobre el modo de pago a los agricultores ecológicos sólo se puede residenciar en la Asamblea General como órgano social de la entidad cooperativa, aspecto este que ya habría sido objeto de impugnación por la actora en anteriores arbitrajes, y que como tal fue desestimado por laudo arbitral de fecha 07 de abril de 2016, decretado por el Sr. Árbitro de este Consejo Regional D. Francisco José Seseña Aparicio, y confirmado por la resolución de la Sala de lo Civil y Penal del TSJ de Castilla-La Mancha, en su sentencia xxxx de fecha xxxx, en cuanto a que debería vincular en el sentido del presente laudo.
b) En consideración al tenor literal del artículo 43 de la Ley regional, no entraría dentro de las competencias de la Asamblea el acuerdo sobre el precio a pagar por los productos aportados a la actividad cooperativizada, por el contrario si correspondería al ámbito de las facultades que el artículo 56 de la Ley otorga al Consejo Rector como órgano de administración de la Cooperativa, por ello la decisión de abono de la aceituna fue adoptada por el órgano competente en anteriores reuniones, sin perjuicio de que en las distintas asambleas que con posterioridad se han venido celebrando se haya seguid informando sobre este asunto y las liquidaciones a practicar a los Sres. Socios.

Por ello, la Cooperativa considera fraudulento el uso de la impugnación de la aprobación de las cuentas para de esa forma, hacer valer su oposición a la liquidación del aceite de los agricultores "ecológicos".

CUARTO.-  La representación de la Cooperativa reitera en sus alegaciones que la existencia de líneas de molturación diferenciadas y las exigencias que supone la normativa en materia de producción ecológica, en la práctica genera un sobrecoste antieconómico - certificación e higienización ad hoc -, sin perjuicio de reproducir argumentos vertidos en anteriores procedimientos, con el fin de señalar que estaríamos ante procedimientos similares cuando no idénticos a los ya resueltos.
QUINTO.-   Señala la Cooperativa que la actora, de forma deliberada, omite en su escrito que la demanda inicial ha venido formulándose en procedimientos anteriores, y que siendo un arbitraje en Derecho, se mezclan toda una serie de conceptos como la nulidad y/o la anulabilidad impugnando las distintas asambleas sobre los mismos hechos, con identidad subjetiva y objetiva del supuesto en controversia.
SEXTO.-   Con relación al alegado incumplimiento del derecho de información de todo socio, establecido en el artículo 36 de la Ley 11/2010, la Cooperativa se opone a esa afirmación en cuanto a que en cumplimiento del apartado 2º letra d) de dicho precepto se habría puesto a disposición de la demandante la información requerida, cuando se le había solicitado, y a la posible interposición de demanda ante la jurisdicción ordinaria, en el caso, de que considerara infringido ese derecho, destacando que desde el primer laudo en el que se alegó esta presunta infracción sobre dicho derecho, el Sr. Árbitro concluyó que el órgano arbitral es incompetente para incoar y/o imponer sanción alguna en el supuesto de concurrencia de dicha situación, aspecto éste se habría ratificado por el Tribunal Superior de Justicia regional en su resolución ya citada en el presente escrito.
SÉPTIMO.-  Finalizó su escrito de contestación la cooperativa demandada solicitando del Árbitro que dictara Laudo por el que se desestimara íntegramente la demanda que de contrario se había interpuesto por la socia.
III.- VISTA PRELIMINAR Y MEDIOS DE PRUEBA PRACTICADOS

El presente procedimiento se suspendió en su tramitación en fecha 02 de octubre de 2017, por cuanto estaban pendientes a esa fecha la resolución de los procedimientos arbitrales AR-09/2016 y el AR-05/2017 que afectaban a los también socia y a la cooperativa demandada al objeto de este asunto; para reanudarse su desarrollo por acuerdo del Consejo Regional de fecha 23 de noviembre de 2017, una vez se dictaron los laudos correspondientes a aquéllos. 


Habiendo sido designado el Árbitro que suscribe, fue objeto de recusación por la parte actora en su escrito de fecha 07 de febrero de 2018, que se resolvió con su inadmisión por los órganos competentes, en su escrito de acuerdo dictado en fecha 22 de febrero de 2018 de la Comisión de Arbitraje, Conciliación y Mediación de este Consejo.

En defensa de su Derecho, un mes después se formuló por la representación de la demandante en fecha 07 de marzo de 2018 escrito solicitando la suspensión del procedimiento arbitral, alegando la prejudicialidad penal al amparo del artículo 40 de la vigente LEC y del artículo 114 LECrm, por considerar que la apertura de las Diligencias Previas, Procedimiento Abreviado nº xxxx, seguidas en el Juzgado Mixto Nº x de los de xxx, a instancias del representante de la actora contra las personas del presidente, D. xxxx, y contra la secretaria de la Cooperativa, Dña. xxxx, por presunta falsificación por particular de documento público o mercantil, suponía la concurrencia del supuesto legalmente previsto.

Con fecha 12 de marzo de 2018, se comunicó por el Consejo que la suspensión del procedimiento era decisión reservada al Árbitro actuante, oídas las partes, por afectar la litispendencia invocada al contenido del litigio en el presente asunto AR -10/2017. A lo que la representación de la actora se opuso en sus escritos de fecha 19 de marzo de 2018 y con posterioridad el 21 de marzo de 2018, por considerar que respecto de la prejudicialidad penal no deben ser oídas las partes, por lo que no sería necesario celebrar acto para la fijación del litigio, ni la celebración de la vista, no siendo competente la Comisión de Arbitraje para mantener la celebración de vista, reiterando así su petición para que el Árbitro resolviera, con carácter previo a la vista, sobre la suspensión solicitada.

Se celebró la vista preliminar y la definitiva en este procedimiento arbitral en fecha 27 de abril de 2018, habiendo sido así acordado por el Árbitro, al amparo de las facultades a aquel conferidas por el artículo 26 del Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social  (DOCM  Nº 214 de 02/06/2006)  – en adelante se designa en este Laudo como el Reglamento -, que determina que “los árbitros, con sometimiento al presente Decreto, ordenarán el procedimiento arbitral con libertad para practicar cuantas diligencias consideren necesarias, aunque no les hubiesen sido solicitadas por las partes”, otorgándoles al tiempo el citado precepto a este órgano la facultad de impulsar el procedimiento con el fin de agilizar el paso de una fase a otra.
La vista tuvo lugar en la sede de los Servicios Centrales de la Consejería de Economía, Empresas y Empleo de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, sita en la Avenida de Irlanda, número 14, de la ciudad de Toledo para la práctica de los medios de prueba admitidos dentro del presente procedimiento de arbitraje, en su modalidad de Derecho, de conformidad con el artículo 22.2 del Reglamento.

Tuvo lugar dicho acto con la presencia del representante e hija de la socia demandante, Dña. xxxx, con DNI nº xxx, tras el apoderamiento por ésta en escritura otorgada ante el Notario de xxx, D. xxxx, en fecha xxx, con número xxx de su protocolo, que actuó en la vista sin la asistencia de letrado respecto de la que declaró su renuncia para dicho acto; así como de la parte demandada, la Cooperativa xxxx, representada en este acto por el presidente del Consejo Rector a la fecha de la vista, DON xxxxx, con DNI nº xxxx, acompañado de la Secretaria de la entidad, Dña. xxx, junto con el letrado de la entidad xxx.
Dando inicio a la vista preliminar, se concedió en primer lugar la palabra a la parte demandante, la cual ratificó íntegramente en este acto su escrito de solicitud de arbitraje, fijando así el objeto de su petición, aunque comunicó que su actuación en la vista se limitaría a dar lectura al escrito que su hermano y representante también de la socia, redactó en fecha 26 de abril de 2018, en el que reiteraba la solicitud de suspensión en base a la prejudicialidad penal invocada, aportando nueva prueba documental e impugnando el valor probatorio de determinados documentos de la Cooperativa.
A continuación, se dio traslado a la entidad xxx, la cual procedió a ratificar en todos sus términos lo establecido en el escrito de contestación aportado. De igual manera, la parte demandada en el procedimiento, con carácter previo reiteró las excepciones planteadas en su escrito. Esta fase finalizó cuando este órgano arbitral, en el ejercicio de sus funciones, decretó la NO SUSPENSIÓN del procedimiento y la inadmisión de la cuestión prejudicial penal alegada, que junto con la resolución sobre el resto de las excepciones se realizaría en forma escrita, con carácter previo dentro del presente laudo arbitral.
Al amparo del artículo 24 del Decreto 72/2006 se abrió el período de propuesta de medios de prueba, de forma que la parte demandante solicitó que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados por aquel y que constan en el expediente.

De contrario, la representación de la cooperativa xxxx solicitó de éste órgano igualmente que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados ya por esta cooperativa, para al tiempo aportar nueva documentación que fue admitida en el procedimiento.
Teniéndose entonces por concluida esta vista preliminar, para a continuación decretarse con carácter inmediato la celebración en un único acto de la vista para la práctica de los medios de prueba solicitados y presentación de conclusiones.
IV.- VISTA PARA CONCLUSIONES
Finalizada la práctica de los medios de prueba, la actora se limitó a remitirse a lo ya alegado y recogido en el procedimiento, junto con el escrito que como instructa incorporó al procedimiento; mientras que por su parte, la Cooperativa expuso sus conclusiones provisionales, ratificando las ya incorporadas en su escrito de contestación.

A la vista de los antecedentes expuestos y dado que se trata de un arbitraje de Derecho, se exige motivación jurídica en su resolución; por ello el Árbitro que suscribe considera de aplicación los siguientes
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.-    Sobre la competencia arbitral
El Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha se haya facultado para el conocimiento del presente arbitraje, en virtud de las funciones que le atribuye el artículo 167 de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha.


Con relación al objeto del presente procedimiento, el artículo 54.7º, apartado 2º de la norma cooperativa, si bien hace remisión expresa para conocer de las acciones de impugnación de los acuerdos sociales a lo previsto en la ley reguladora de sociedades anónimas - actual Ley de Sociedades de Capital -, establece de forma expresa que: "Siempre que se observaren las distintas formalidades exigidas para poder acudir al arbitraje cooperativo, también podrá utilizarse como un alternativo mecanismo extrajudicial de resolución de conflictos en el caso de impugnación de los acuerdos sociales."

Esta potestad para desempeñar funciones arbitrales, prevista en la legislación cooperativa autonómica, se reconoce bajo la figura del arbitraje institucional establecida en el artículo 14 de la Ley de Arbitraje, fijándose en el apartado segundo del citado precepto que se ejercerán dichas funciones conforme a sus propios reglamentos.


Se ha procedido en el presente arbitraje conforme a lo establecido en el Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social. Asimismo, se ha observado lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de de diciembre, de Arbitraje - modificada por la Ley 11/2011 de 20 de mayo -, de aplicación supletoria según lo dispuesto en la disposición adicional única del Decreto 72/2006.
SEGUNDO.-    Sobre el Convenio Arbitral y la modalidad de arbitraje
La socia demandante solicitó la celebración del presente arbitraje ante el Consejo Regional de Economía Social en su escrito de fecha 24 de junio de 2017, petición que se fundamentó en la cláusula de sumisión arbitral establecida en la disposición final de los Estatutos de la sociedad cooperativa ante este órgano de la economía social y de conformidad con lo recogido en el apartado primero, letra a) del artículo 16 del Reglamento. De igual manera, la cooperativa demandada se sometió expresamente en su escrito de contestación al arbitraje solicitado.


Esta modalidad de Derecho viene reconocida como excepcional en el artículo 15 del Decreto, requiriendo previo acuerdo expreso de las partes en el uso de dicha clase de arbitraje, sin perjuicio del carácter ordinario que se establece para éste en la normativa de ámbito estatal, así recogida en el artículo 34.1 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.

TERCERO.-  Sobre la cuestión de prejudicialidad penal alegada por la demandante
En este concreto asunto que se plantea, hay que considerar en primer lugar que estamos ante medios alternativos para la resolución de conflictos -el arbitraje en este supuesto -, en los que se huye del formalismo, buscando la mayor celeridad y agilidad procesal en la resolución no sólo de aquellos puntos que integran el cuerpo de lo solicitado por las partes, sino también a través de una respuesta rápida frente a todas aquéllas cuestiones procesales o de cualquier otra naturaleza que se puedan plantear por las partes en el desarrollo del procedimiento.

Por ello, no cabe la suspensión previa del procedimiento, sino su propuesta y decisión en una unidad de acto por el propio órgano arbitral, una vez se haya dado trámite en el acto de la vista a todas la partes personadas en aquél para que aleguen lo que a su Derecho convenga.

Dispone el artículo 40 de la LEC la suspensión de las actuaciones cuando se acredite la existencia de causa criminal en la que se estén investigando alguno o algunos de los hechos que fundamenten las pretensiones de las partes en el proceso civil, y ello cuando la decisión del tribunal penal acerca del hecho por el que se proceda en la causa criminal pueda tener influencia decisiva en la resolución sobre el asunto civil. La STS de 30 de mayo de 2007 indicaba, en relación con el antiguo artículo 362 de la anterior LEC (actual artículo 40 LEC) que el mismo "establece una norma de prejudicialidad penal, que es siempre devolutiva (art.102 LOPJ) pero que, aparte de ser de interpretación restrictiva (STS 11/06/1992) exige que la sentencia civil deba fundarse exclusivamente en el supuesto de existencia de un delito. (ATS 24/11/1998 y la STS 10/05/1985 entre otras)". 

Debemos en este punto caracterizar las consecuencias del carácter devolutivo de este principio, en tanto que dichas cuestiones prejudiciales deben ser resueltas por otro órgano judicial - arbitral en este caso - distinto del que conoce del proceso.


Nuestro Tribunal Supremo establece la regla de aplicación de dicha institución procesal cuando señala: "el fundamento no es exclusivo cuando la resolución civil no depende de la decisión penal, sino que puede resolverse perfectamente al no encontrarse condicionado o supeditado su fallo a la existencia misma del delito."; por lo que cuando se pretende obtener la suspensión como ocurre con la actora, para que pueda prosperar es preciso razonar de qué forma el pronunciamiento penal podrá condicionar la decisión del proceso civil, pues sólo obliga a suspender la "exclusividad" expresada, y no la valoración penal que puedan tener algunos de los elementos de convicción traídos al proceso civil.

La más reciente resolución STS nº 24/2016 de 03 de febrero ha reafirmado esa doctrina jurisprudencial, ya sobre la base de invocar la doctrina del Tribunal Constitucional expresada en su sentencia nº 192/2009, de 28 de diciembre, por la que los tribunales civiles deben partir de aquéllos hechos declarados firmes dictadas por los tribunales penales, no pudiendo basar su decisión en la existencia de hechos que una sentencia penal haya declarado inexistentes, pero ello no impide que en cada jurisdicción - civil y penal - haya de producirse un enjuiciamiento y una calificación en el plano jurídico de forma independiente y con resultados distintos si ello resulta de los criterios de valoración propios de cada una de las jurisdicciones.

En el caso que nos ocupa, debemos concluir que no concurre la prejudicialidad penal alegada, por cuanto la hipotética condena penal, o la comisión de un delito, no son presupuestos de la acción ejercitada, sin que la decisión del tribunal penal pueda tener influencia decisiva en la resolución del este procedimiento, y esta afirmación trae su causa de los siguientes puntos: 
a) El propio tenor literal del suplico, en cuanto que además de la presunta infracción del derecho de información, se señala que se tengan por "impugnados y declarados nulos y abusivos por ser contrarios a derecho" los acuerdos adoptados en la Asamblea General de fecha 25 de junio de 2016, "de aprobar las cuentas anuales correspondientes al ejercicio 2015.", en realidad no existe la alegada relación entre el caso que se somete al arbitraje frente a la presunta falsedad documental que se fecha en la denuncia penal interpuesta en acuerdos sociales que tuvieron lugar en 2014.

Y abundando en este caso, en el que concurre, al aplicarse subsidiariamente la normativa procesal civil, el principio de justicia rogada, lo que en la práctica supone la correlación entre el citado principio y la congruencia de la sentencia (artículo 218 LEC ) - en el presente caso un laudo arbitral -, teniendo en cuenta que el principio dispositivo consagrado en el artículo 216 de la LEC supone únicamente que los tribunales están limitados por las aportaciones de hechos, pruebas y las concretas alegaciones de las partes, como ocurre con el suplico de la actora en sus estrictos términos, sin que ello determine que la resolución judicial no pueda ignorar unos hechos en beneficio de otros.
b) Es la propia actora la que provoca con sus escritos una deliberada confusión en la auténtica causa de pedir, porque en verdad no estamos ante una cuestión novedosa (aunque se pretende de inicio con la impugnación del acuerdo de aprobación asamblearia de las cuentas anuales). Esta controversia con argumentos y peticiones similares se ha venido planteando entre esta socia y la Cooperativa al menos ya en tres ocasiones distintas en sede arbitral, cuya identidad es fácilmente comprobable con la mera lectura de los escritos de demanda y de contestación, habiendo incluso sido objeto uno de los laudos resultantes de una acción de anulación por la actora, que fue desestimada, pero el referido planteamiento tiene por fin último que frente a esta nueva causa no pudiera alegarse que concurre "cosa juzgada" 

c) Que es difícilmente asumible la conducta seguida por la socia en este concreto punto, dado que si la demandante asumía en su esfera interna que la previa resolución en vía penal condicionaría de manera insoslayable el sentido del laudo o sentencia civil, en coherencia con su suplico, para al tiempo interponerse por la actora una denuncia penal en fecha xxxx ante los juzgados de xxx, según consta en los autos, y luego casi inmediatamente, en fecha 24 de junio de 2017, formular la presente solicitud de arbitraje que se conforma bajo el procedimiento AR-10/2017.
CUARTO.- Sobre las excepciones planteadas por la parte demandada
Con carácter previo a valorar el fondo de la controversia planteada, y ante las excepciones alegadas de inicio, este Laudo va a resolver sobre éstas comenzando en primer lugar sobre la caducidad de la acción, no admitiéndose en tanto que la propia naturaleza y flexibilidad en la iniciativa y tramitación de estos procedimientos de resolución de conflictos conlleva una interpretación siempre favorable en el sentido de garantía de las partes que acuden a estas vías procedimentales, con independencia de que sean los socios y/o las propias sociedades cooperativas.
Respecto a la inconcreción del objeto del procedimiento en cuanto a las diferentes solicitudes que hace en su escrito de nulidad y/o anulabilidad o de confusión en los conceptos jurídicos empleados, se debe destacar, como se ha expresado en laudos anteriores, el hecho de que la actora ha actuado en este concreto procedimiento sin un asesoramiento letrado en el ejercicio de los derechos que le asisten como socia, habiendo renunciado al mismo en el mismo acto de celebración de la vista oral.
QUINTO.- Sobre la vulneración del derecho de información de los socios
La socia alega, como ya hizo en procedimientos arbitrales anteriores, señalando la vulneración que se habría producido en su derecho de información con relación a los acuerdos societarios, en este procedimiento derivados de la Asamblea General de fecha 25 de junio de 2016, partiendo aquélla de un conocimiento previo sobre el hecho de que esta materia está excluida del conocimiento de esta clase de procedimientos arbitrales, como ya se le señaló en arbitrajes anteriores, y por tanto, no puede desconocer ese hecho.

Es la propia socia demandante la que aporta la convocatoria de la Asamblea General cuyos acuerdos impugna - lo que haría presumir de que se la habría convocado en debida forma y plazo -, y de su relato en el escrito de demanda se deduce que asistió por si o a través de un representante a aquélla, señalando que no aprobó con su voto las cuentas anuales, pidiendo además que así constara en el acta, para luego remitir meses después burofax reiterando su expresa oposición al referido acuerdo asambleario.

En consideración a los argumentos ya expuestos, debe concluirse que no siendo competente este órgano arbitral, tampoco de los hechos que constan parece deducirse que se haya vulnerado el derecho de información de la socia demandante, dado que no se le negó información y/o el ejercicio de sus derecho de voto que como socia es titular, sin perjuicio de someterse a los acuerdos adoptados por las mayorías legal o estatutariamente establecidas, como es consecuencia lógica de un modelo empresarial cooperativo bajo unos principios de gestión democrática.

SEXTO.-  Sobre los acuerdos y el desarrollo de la Asamblea General de fecha 25 de junio de 2016
A la vista de los argumentos esgrimidos en su escrito por la demandante, estamos de hecho ante una controversia,  que si bien varía en su determinación temporal, es idéntica a otras anteriores que este órgano arbitral ya tuvo que resolver entre la actora y la Cooperativa, a saber, que se le impute a las liquidaciones de Dña. xxxx unos gastos comunes como agricultura ecológica superiores a los socios acogidos a prácticas convencionales, lo que desemboca en un abono de la aceituna aportada con idéntico precio para ambas clases de producto, por ello cabe reproducir los fundamentos recogidos en los procedimientos ya resueltos por el Árbitro que suscribe como el AR-09/2016 y el AR-05/2017:

"Como ya se ha expresado por este mismo Árbitro en la resolución del procedimiento AR-
09/2016, por Laudo de fecha 17 de noviembre de 2017, en el que ambas partes 
mantuvieron idéntica controversia, aunque referida a la Asamblea General celebrada el 22 
de noviembre de 2015 (en el que las posibles retenciones a favor de la Cooperativa no 
superarían el 40 por ciento),  en dicho procedimiento se concluyó que: 


"(...) respecto a la naturaleza y competencia en la adopción del acuerdo que, en materia de 
liquidación de su producto, afecta a los socios de la Cooperativa demandada acogidos a producción 
ecológica. Y cabe acoger similar argumentación que la expuesta en el Laudo de fecha 07 de abril de 
2016, dado que el sistema por el que se alcanza es el mismo que dio lugar al procedimiento AR-
09/2015, es decir, es el Consejo Rector como órgano de administración y de representación 
de la sociedad, el que al amparo del artículo 56, en sus apartados 1º y 4º acuerda el abono de la 
aceituna - ecológica o convencional -, con idéntico precio para todas sus clases, sin perjuicio de 
que en el futuro se retuviera hasta un 40 por ciento del precio para cubrir pérdidas de ejercicios 
anteriores."

Debemos señalar de nuevo a la socia demandante que gestión democrática de una 
sociedad cooperativa supone que el órgano de administración debe asumir la gestión 
ordinaria de la entidad, lo que no impide al socio si considera que se le perjudica en el 
desarrollo de la actividad cooperativizada que pueda accionar de inicio a través de una 
dispensa en la obligación de la aportación de la aceituna ecológica, entre otras medidas, 
como la que nos ocupa.

Para finalizar, por escrito que aporta la propia actora al procedimiento, habiendo sido 
remitido por ella en fecha 10 de octubre de 2016 al órgano de administración de la 
demandada - y por tanto anterior a la formulación de la presente demanda -, en el que se 
solicitaba de forma expresa la dispensa de la entrega de aceituna ecológica a la 
Cooperativa xxxx en la Campaña 2016-2017, siendo evidente que de esta forma, 
la actora deja sin sentido ni causa de pedir su demanda en el presente procedimiento por 
el que ya asume el sistema de liquidación sobre su producción, y no estaría obligada a 
aportar esta aceituna ecológica a la Cooperativa demandada, y en lógica consecuencia no 
está sujeta así los perjuicios que se pudieran derivar de las futuras retenciones a practicar, 
establecidas por el órgano de administración de ésta."

A más, la no concesión de la dispensa solicitada o el mantenimiento por parte de la socia demandante en su oposición frente al sistema de imputación de los costes de la actividad cooperativizada sobre la aceituna ecológica, abriría la puerta a formular su solicitud de baja voluntaria por considerar, en coherencia con el artículo 28.5º letra a) de la vigente Ley de Cooperativas de Castilla-La Mancha, que bajo el principio cooperativo de "puertas abiertas" establece que se considerarán justificadas las bajas derivadas de las siguientes causas: " La adopción de acuerdos por la asamblea general que impliquen obligaciones o cargas gravemente onerosas, no previstas estatutariamente (...)"; pero es evidente que como socia se debe aquietar a la aprobación de las Cuentas Anuales del ejercicio 2015 que se ha impugnado, en tanto que no se ha acreditado que se hubieran infringido los requisitos de forma y/o de fondo ni en la elaboración previa ni en la adopción de los acuerdos en la Asamblea General celebrada el 25 de junio de 2016, sobre el punto del Orden del día que la acogía.
SÉPTIMO.-  Sobre las costas del procedimiento arbitral.
En virtud de lo establecido en el artículo 4 del Reglamento de los procedimientos de arbitraje, se señala como uno de los principios rectores el de gratuidad para las partes en lo que se refiere a los honorarios del Árbitro, debiendo satisfacer cada parte los gastos efectuados a su instancia y los que sean comunes por mitad, salvo que las partes acuerden otra forma de reparto. Finalmente, para la sustanciación del presente procedimiento, el Árbitro no ha incurrido en gastos ajenos a la propia actuación arbitral.
A la vista de los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho expuestos, procede dictar, en Derecho, el siguiente

LAUDO
PRIMERO.-   Se acuerda declarar por este Árbitro la desestimación íntegra de la demanda de arbitraje de fecha veinticuatro de junio de dos mil diecisiete interpuesta por Dña. xxxxxx frente a la entidad xxxxx.
SEGUNDO.-   El presente arbitraje es gratuito para ambas partes, en lo que a honorarios y gastos del Árbitro se refiere. Con relación a los honorarios de letrados u otros profesionales que pudieran actuar en el procedimiento, deberán satisfacerse a su instancia por cada parte.


El Laudo arbitral podrá presentarse para su protocolización notarial en los plazos y con los requisitos establecidos en el artículo 31 del Reglamento.


Este Laudo, firmado por el Árbitro, será notificado a ambas partes a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, de conformidad con el artículo 29 del Reglamento y contra el mismo cabe interponer la  acción de anulación, según lo previsto en el artículo 32 del Reglamento, que se remite en esta materia a lo establecido en el artículo 40 y siguientes de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, siendo el tribunal competente para conocer de la misma la Sala de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha.


Todo lo anterior, sin renuncia del derecho que a las partes les asiste de solicitar la corrección, aclaración y complemento del presente Laudo, al amparo del artículo 30 del Reglamento.

TERCERO.-   Los laudos arbitrales tendrán eficacia desde su notificación a las partes en el procedimiento y cabrá, en su caso, la  ejecución forzosa  de la presente resolución, a tenor de lo establecido en el Título VIII de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje. Se estará en materia de competencia para la determinación de los Tribunales competentes para las funciones de apoyo y control del arbitraje a lo establecido en el artículo 8 de la Ley arbitral, en la redacción dada por la Ley 11/2011.
Este es el Laudo que pronuncio, mando y firmo en Toledo, a veinticinco de julio de dos mil dieciocho.
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